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¡Abajo la reelección!

…Uribe no es invencible

La derrota al referendo en octubre del 2003, propinada por amplias capas populares y diversos sectores políticos, despuntó el ascenso del movimiento de masas, desencadenó disímiles procesos unitarios, demostró que el neoliberalismo y el fascismo son derrotables  y que Uribe no es invencible. 

La ilegitimidad y precario sustento social de Uribe quedan más al desnudo cuando en abril medios de comunicación burgueses ventilan el fraude del 2002. Más de 300 mil votos chimbos le dieron el triunfo.

El agua fría del referendo llevó a enfatizar en la imposición del proyecto de Estado Comunitario desde arriba, por vía fáctica, sin acudir a consultas. Apareció el engendro antidemocrático de la reelección.

Sobornaron parlamentarios para reformar la Constitución incluyendo la reelección y hundir el  enclenque “estatuto de oposición”, entre otros engaños ultraderechistas urdidos desde el ministerio del interior.

Esas truculencias dinamizaron el proceso de fascistización promovido por el sector más reaccionario de la oligarquía financiera, socia menor de los yanquis y enemiga jurada de Colombia, su pueblo y la integración latinoamericana. El proyecto de Estado Comunitario es Ley del Plan, la “seguridad democrática” con el Plan Patriota protege a sangre y fuego el modelo neoliberal, el TLC-ALCA y demás ventajas para el capital transnacional, especialmente el norteamericano. Incluso el “estatuto antiterrorista” se declaró inconstitucional pero se aplica pisoteando la legalidad burguesa. Se aprueba la mafiosa y terrorista Ley de Justicia y Paz.

El movimiento de oposición al régimen convocó desde la Gran Coalición Democrática, surgida al calor de la lucha contra el referendo, multitudinarias manifestaciones el Primero de Mayo y el 12 de Octubre de 2005 para decir ¡NO A LA REELECCIÓN Y AL MODELO! 

Uribe intenta la cooptación del pueblo con demagogia asistencialista pero no logra frenar la polarización clasista fomentada por su política laboral y social a favor del capital, reaparecen las tomas de tierra del campesinado indígena y variedad de acciones directas de las negritudes, en los barrios y el sindicalismo que reciben tratamiento de guerra desde los ministerios y las gobernaciones.

El obstáculo de la Corte Constitucional 

El alto tribunal, desde el inicio del gobierno de Uribe fue sometido a presiones de la mafia fascista que domina el Gobierno central y algunos gobiernos departamentales, como lo reconfirma el reciente destape de la olla podrida del DAS, agencia estatal de inteligencia que aplica el  terrorismo con dirección inmediata del Presidente. 

Con las dilaciones del fallo, el ex presidente conservador Andrés Pastrana, que posaba de opositor, inclinó la balanza convenciendo amigos para que fallaran por la reelección. Uribe lo premia con la embajada en Washington para resanar averías del círculo de poder. El magistrado Jaime Araujo denunció con oportunidad y valor democrático los procedimientos criminales contra la Corte. 

El tribunal constitucional fuera de todo cause democrático le dio visado al derrumbe de lo positivo de la Constitución del 91. Decepcionó a quienes ven el derecho y las leyes neutrales ante intereses de clase. 

Hoy existe una Carta Política que totaliza el ya tradicional presidencialismo autoritario, permite que la rama ejecutiva del poder público someta al legislativo, la justicia y los órganos de control (Procuraduría, Contraloría y Defensoría del Pueblo). Afianza un Banco de la República bajo el dominio del Presidente fiel al FMI y la banca multilateral. El fallo viabilizó el poder narcoparamilitar de El Ralito. 

Los pocos avances democráticos del 91 son letra muerta. Esa aberración política suplanta la soberanía popular, manipulada y negada por los poderes del Presidente que se reelija. La Corte ratificó su cambio de rumbo al bendecir la burda “Ley de garantías” acordada entre el iluso conciliador derrotado, Antonio Navarro, y un Uribe afanado por adornar la farsa electoral de su reelección.
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Nueva Constitución y gobierno alternativo 

La Asamblea Constituyente al servicio del pueblo es fórmula apropiada para lograr una reforma democrática de gran aliento para la libertad política que buscan los oprimidos, para arrancar garantías de organización, movilización, petición y decisión política con independencia de clase para ser gobierno nacional y local y acumular fuerzas para imponer el poder popular y el socialismo con la insurrección popular armada.

El combate contra la reelección es gran factor de convergencia política democrática amplia, contribuye a ensanchar las bases sociales de la oposición al sistema dominante sin limitarse a episodios electorales. Potencia las luchas masivas contra la injusticia que obstruirán la gobernabilidad oligárquica del jefe de Estado hasta derrotarlo.

El 12 de marzo la oposición se hizo contar en las urnas y avanzó, le quitó votos a los uribistas. Con los abstencionistas y los votantes en blanco mostró que la maniobra mediática de las encuestas no determina la voluntad popular. 

El 28 de mayo, la derecha fascista se llevará una sorpresa. Uribe se debilita mientras que la oposición apuntala su fuerza alternativa y de opción de gobierno, lo confirma el creciente apoyo a las propuestas del candidato presidencial demócrata, Carlos Gaviria Díaz. 
Jugarse a fondo contra la reelección
Para los luchadores por la democracia es un deber enfrentar la reelección de Uribe.

Forzar la segunda vuelta presidencial es un objetivo alcanzable para la oposición si con toda energía moviliza a los inconformes con el régimen a votar contra Uribe, si llama a apoyar a Carlos Gaviria sin enfrentarse a los otros candidatos y gana espacio de masas con la denuncia de tropelías gobiernistas para negar garantías políticas y electorales al paso que sepulta conquistas económicas y sociales. 

Movilizar al pueblo con la amplia difusión de las propuestas en defensa de la soberanía nacional y en beneficio del bienestar de los obreros, los campesinos y las capas medias urbanas e impulsar con decisión la lucha social apoyando jornadas como la del 15 de mayo, copará los ejes de campaña.

Esta conducta aumentará la fuerza y la dignidad popular, dará mayor solidez a los procesos de lucha y unidad que harán realidad la derrota del proyecto fascista. 

En Colombia sopla la corriente progresista, democrática, de izquierda y revolucionaria que recorre Latinoamérica y debe coordinarse para combinar todas las formas de organización y de lucha como columna vertebral de las batallas para ser gobierno con vocación de poder popular.

Carlos Gaviria Díaz… ¡Presidente!

Editorial

Gobierno criminal, ilegal e ilegítimo

· Confirmada ilegitimidad e ilegalidad del gobierno terrorista, corrupto, politiquero y autoritario de Álvaro Uribe Vélez. El presidente debe renunciar

· El DAS, la Superintendencia de Vigilancia e instituciones que manejan adjudicaciones y créditos para tierras están al servicio de paramilitares

· Un proceso mucho más grave que el “8.000” del ex presidente  Samper

Las arenas movedizas del presidente-candidato lo llevaron de la posición de no debatir con los competidores por la Presidencia a una desesperada defensa radial de su gobierno y candidatura, aparentando inocencia por los crímenes de inmediatos colaborares que dejan expuesto el régimen antidemocrático de orientación fascista vigente en Colombia.

A pocas semanas de las elecciones presidenciales del 28 de mayo, la polarización política arrecia al calor del debate generado por la lucha electoral. Los síntomas de una crisis política siguen apareciendo no solo por la podredumbre del DAS y sus repercusiones internacionales, también por la desastrosa política económica y social que está sacudiendo burócratas del movimiento sindical y social que buscaron la institucionalidad estatal para conciliar con el gobierno de Uribe. Igualmente, aparecen con fuerza los efectos negativos del TLC en la integración latinoamericana, evidenciados con la posición digna del gobierno de Venezuela sobre la Comunidad Andina, CAN.

Las conocidas revistas, ‘Semana’ y ‘Cambio’, develaron contradicciones ínter burguesas cuando al intercalar en dos ediciones consecutivas testimonios de ex funcionarios e investigaciones propias sobre el  gigantesco fraude para elegir a Uribe en la primera vuelta del 2002 y ligan a Uribe con crímenes de Estado contra sindicalistas, académicos y defensores de derechos humanos ejecutados entre funcionarios del DAS (central de inteligencia del Estado), la CIA y los paramilitares. 

Lo llamativo es que esos medios del establecimiento burgués confirmen viejas denuncias del movimiento de derechos humanos nacional e internacional, sobre crímenes de Estado y rasgos notables de la endémica podredumbre del régimen que han mostrado el movimiento revolucionario y los auténticos demócratas. 

Hoy, el Presidente, el DAS, las Fuerzas Militares y la Policía exhiben como logro estadísticas indicando que matan menos. Pero lo más grave es que ahora aterrorizan más al pueblo con las AUC legalizadas, que por sus monstruosidades de décadas el sólo mencionarlas intimida masas. Asunto que se trata de minimizar sacando provecho de los diálogos y las credenciales otorgadas a voceros del ELN para gestiones en Cuba y giras en el país.

Uribe ha mostrado su afición por la torería, saca el cuerpo a las embestidas de las preguntas concretas, evade sus responsabilidades políticas y descarga con furia toda la responsabilidad en los subalternos de su plena confianza y los periodistas que investigan. 

Prensa estadounidense y la ONG norteamericana Human Rights Watch (HRW) consideran que Uribe respondió de manera "agresiva y descalificadora" contra la revista ‘Semana’. El Presidente señaló que este tipo de publicaciones le hacen daño a las instituciones democráticas, recordándonos la frase del autócrata rey Luis XIV: “El Estado soy yo”

Rafael García, ex director de Informática del DAS y periodistas de ‘Semana’ y ‘El Tiempo' han ratificado que en zonas de dominio paraco, especialmente en la Costa Caribe, Uribe y unas tres decenas de congresistas fueron beneficiados por el fraude de más de 300 mil votos, con dinero de narcoparamilitares como La Gata (secuaz del gran jefe  paramilitar Mancuso) y Jorge Noguera, el Montesinos colombiano, premiado como cónsul en Milán luego del destape, seis meses atrás, de la “para-infiltración” en el DAS, escándalo que obligó su relevo de la dirección del DAS, cargo ejecutivo de la máxima confianza del  Presidente que ejerció por tres años.

El diario ‘El Tiempo’ del lunes 10 de abril recordó la denuncia de otro ex agente del DAS, Benitez, por el negociado de Noguera con la compra de armamento de guerra para el DAS, por más de 6 mil millones de pesos, que está embodegado mientras se cierran hospitales públicos a lo largo y ancho del país. 

La revelación sobre el DAS se da cuando días atrás en la Superintendencia de Vigilancia, que controla un ejército de agencias de vigilancia privada mucho mayor que la Policía y dirigidas por militares retirados, se comprobaba su ayuda para la legalización de armas de guerra para las cuadrillas de matones escoltas de los narcoparamilitares.

El 7 de abril, del Instituto Colombiano de Desarrollo Rural (INCODER) se conoce que ha entregado tierras producto de procesos de extinción de dominio, a sus “propietarios” disfrazados de desplazados. 

El 8 de abril, FINAGRO (instituto para el financiamiento agropecuario) aparece adjudicando, por intermedio de otros bancos, créditos al mismo tipo de personas. Es una muestra de cómo opera la “reinserción” o legalización paramilitar de El Ralito y la impunidad consignada en la Ley de Justicia y Paz. Entretanto los desplazados y demás víctimas de la barbarie paramilitar siguen clamando verdad, justicia y reparación.

Las mini purgas por “vínculos con grupos al margen de la ley” en las listas del Partido de la “U”, Cambio Radical y Conservador, declarados “verdaderos uribistas”, así como del Partido Liberal, terminaron en los   movimientos Alas-Equipo Colombia, Colombia Viva, Convergencia Ciudadana, Apertura Liberal, Convergencia Popular Cívica, Colombia Democrática, Moral, Movimiento de Participación Popular, Dejen Jugar al Moreno y Movimiento Popular Unido. Pero muy pronto, cuando algunos alcanzaron curules en el Congreso, les llamó a conversaciones en el palacio de gobierno para asegurar compromisos con la campaña reeleccionista. 

Estos hechos los conocen altos tribunales de justicia, es Fiscal (ex viceministro de justicia de Uribe), el  Procurador (comprometido con la politiquería en la Costa Atlántica) y la Registradora (samperista-uribista), luego de años, no tomaron cartas en el asunto. El terrorismo de Estado, la corrupción y la politiquería invaden los órganos del Estado que gobierna Uribe con el apoyo de los partidos tradicionales viejos y “nuevos” como el “de la U”.

Los integrantes de las fuerzas de oposición debemos unir la voz y los esfuerzos movilizando el pueblo y la opinión pública nacional e internacional para exigir que el tirano abandone su cargo y no sea reelegido. Esta tarea hace parte de la solidaridad con el pueblo venezolano que también ha sido víctima de las andanzas y conspiraciones de un DAS al servicio de los planes imperialistas yanquis contra los avances democráticos en el país hermano.
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La economía y la guerra de Uribe

Colombia destinó en el 2004 el 4.5% del Producto Interno Bruto (PIB) en Gasto en Defensa y Seguridad (GDS) equivalentes al 29% del gasto total del gobierno. A partir de 1990 el GDS ha sido creciente, para ese año fue del 2.1% del PIB, para el 2000 fue del 3.5% del PIB. Las cifras anteriores no incluyen los recursos aportados por el imperialismo yanqui para el desarrollo de los planes tácticos y estratégicos (ver recuadro) Los gastos del presupuesto para defensa y policía fueron de 11 billones de pesos en el 2004, 11.84 billones para el 2005
 y serán de 9.45 billones de pesos en 2006.

En la actualidad, el crecimiento ‘electoral’ del PIB en 5.5% tiene explicación en las obras públicas que crecen 37% y en el gasto militar tan desbordado como las importaciones de bienes superfluos, mas no por el crecimiento productivo industrial y agropecuario.

La fuerza para reprimir es más de la mitad del personal del Estado. Así los teóricos de la “seguridad democrática” estimen bajo su presupuesto y aspiren el 5% del PIB, lo real es un crecimiento exagerado del sector “defensa” del presupuesto central si se miran las necesidades de inversión y sociales, si se ven las arcas del Estado que han engordado para la guerra con alzas en combustibles y otros impuestos que sacuden los flacos bolsillos de los pobres.

Esta felonía, en parte, se financió con el impuesto para “la seguridad”, decretado en agosto de 2002, para capitales superiores a $169.5 millones, recaudándose $2.6 billones de pesos. Hoy el presidente-candidato vuelve a jugar al impuesto de guerra “por una sola vez”; son casi 400 mil soldados y policías, que duplican los de cuatro años atrás, pero no sabemos si triplican o más el gasto en operaciones y la corrupción civil-militar. Colombia tiene un ejército más grande que Brasil y su gasto militar superó la media del continente latino al llegar al 3.2%. Se prenden las alarmas sobre la sostenibilidad de la estrategia militarista con altos costos para la campaña reeleccionista de Uribe cuando plantea nuevos impuestos. 

Costos insostenibles

Entre 1999 y 2003 el conflicto colombiano costó $16.5 billones de pesos, 7.4% del PIB (Pinto, Vergara y Lahuerta, 2005). Para el mismo nivel de capital y trabajo, con mayores niveles de conflicto (menor productividad) se obtiene una cantidad inferior de producto. Según Fedesarrollo, “el incremento en la intensidad del conflicto a partir de ese año generó que entre 1980 y 2004 la productividad cayera en promedio 0.4% al año.”

¿De dónde saldrán los recursos para sostener la estrategia? …vuelve el galimatías. Gritan los áulicos de Uribe: ¡la inversión en defensa y seguridad es rentable! …pero a ese espejismo agréguesele los gastos de reinserción, los desplazados, pago de recompensas, costos del fortalecimiento de la mal llamada “justicia”, etc. 

Recursos de EEUU para combatir narcotráfico e insurgencia

	Millones de Dólares
	Desde 1997 hasta 2005
	2006 (propuesta)

	Control narcóticos
	2,356.2
	331.9

	Financiación militar
	   249.7
	  90.0

	Entrenamiento militar
	             9.5
	    1.7

	Equipo antidrogas
	  113.3
	    0.0

	Ayuda antinarcóticos
	  945.9
	161.0

	Asistencia antiterrorista
	           32.2
	    2.0

	Exceso artículos defensa
	    12.6
	    2.9

	Fondos discrecionales
	             0.5
	    0.0

	Subtotal asistencia militar
	      3,719.9
	589.5

	Asistencia social
	  797.9
	152.2

	Total
	4,517.8
	741.7


Las medidas las conocemos: mayor endeudamiento; privatizaciones; reformas tributarias, laborales, pensionales; cierre de hospitales y reducción en vivienda, educación y bienestar social. Según fuentes de DNP
, Banco de la República y Fedesarrollo
, desde 1996 el gobierno ha sido deficitario, incluso sin tener en cuenta los GDS, es decir el esfuerzo fiscal ha sido negativo y por lo tanto los GDS han contribuido a profundizar el faltante fiscal y a incrementar la deuda pública. 

La Secretaria de Estado de EEUU, Condolezza Rice, en su visita a Colombia  anunció el final del Plan Colombia (El Espectador 01-05-05) pero no de la agresión y la injerencia imperialista. 

El Plan Patriota, diseñado y conducido por el Comando Sur de EEUU engloba 18,000 soldados colombianos (10% de la fuerza), 800 militares norteamericanos involucrados directamente (incluyendo conducción de combates), más 600 contratistas gringos pero los resultados militares no pueden ser peores sumados los partes victoriosos de la guerrilla.

Esta inútil máquina de muerte cuesta cerca de 400 millones de dólares de los cuales han entregado unos 90 millones de ayuda militar yanqui (El Tiempo, editorial. 02-04-06).

El capitalismo mafioso

Damos cabida a la hipótesis de que los acuerdos de El Ralito indican la existencia de un núcleo de la oligarquía financiera fortalecido con dineros del narcoparamilitarismo, encabezado por Uribe, que se relaciona con el impulso del TLC y está lanzado a tomarse los megaproyectos. 

Efectivamente, de esos capitales se dice que “Su evolución exponencial ha venido asociada a la desregulación de los flujos de capital, a la decadencia de los Estados y a la ruptura de las formas tradicionales de funcionamiento y acumulación de las empresas”
. “La expansión mafiosa de los años 90 constituye un dato decisivo del proceso de globalización neoliberal.”
 

Se comprende la confluencia de intereses del capital mafioso con las trasnacionales y los gobiernos de las metrópolis que se benefician del negocio y lo quieren ampliar a la sombra de los TLC y acuerdos bilaterales. La DEA, realmente, es una institución estatal imperialista pro narcóticos, busca la concentración y la centralización de la jugosa plusvalía de este negocio ilegal que se encubre con el combate al narcotráfico y financia los faltantes del Estado para costear la guerra antipopular.

La suma 

Salta más a la vista el fracaso del Plan Patriota al sumar sus altos costos financieros al lado de las restas en las filas de las FFMM debido a las acciones de las FARC, ELN, EPL y las otras guerrillas que, al igual que los demás revolucionarios, racionalizarán la experiencia. Igualmente, el imperialismo, el gobierno y su ejército títere hacen lo propio y, en su objetivo principal de infligir una derrota estratégica al movimiento insurgente, ya hablan de revisar su estrategia militar. 

Los defensores de la “seguridad democrática” aúllan por la reelección del títere fascista, garantía del guerrerismo contrainsurgente; pero tenemos claro que esta política de Estado continuará si el Presidente es Uribe o un recambio de su figura. 

Elecciones de marzo: 

UN AVANCE POPULAR

· Creció la oposición

· Oligarcas, yanquis y oportunistas pierden terreno

· Anuncian endureciendo del régimen con impuesto de guerra

El resultado electoral del 12 de marzo refrendó que no es posible la unidad nacional en torno a los intereses de la oligarquía pro yanqui, razón del fracaso de la maniobra electoral del candidato-presidente al llamar, el jueves 23 de marzo, a un “acuerdo nacional” en torno a sus tesis y figura incendiaria del conflicto que sacude y polariza la sociedad. 

Álvaro Uribe confirma el aserto arrodillándose ante la medida imperialista, injerencista y guerrerista de extradición de 50 guerrilleros declarados narcotraficantes, haciendo la propuesta de impuesto de guerra e incrementos a los tributos que lesionan al pueblo. Un Presidente convicto por fraude y crímenes de Estado que da respuestas destempladas, agresivas y evasivas es otra razón para decirle no a ese imposible acuerdo nacional uribista.

Corolario del 12 de marzo es que Colombia necesita un verdadero debate político sobre los factores estructurales que la sumergen en la crisis general expresada en el conflicto político, económico, social y armado que se extiende y profundiza con las decisiones antisociales y la reelección.

Sin garantías políticas y electorales

La “seguridad democrática” y la leyes de reforma política y garantías electorales, cumplieron su papel negando más las libertades políticas. Hubo elecciones pero no hubo debate profundo. Se ocultaron las propuestas opuestas al modelo de dependencia del imperialismo yanqui, de opresión y explotación del hombre por el hombre. 

Los comunistas y demás revolucionarios, las gentes que miran a la izquierda, los demócratas y amantes del progreso no tememos polemizar con Uribe pero él y su establecimiento se niegan a ello y no dan las garantías y libertades para hacerlo. Pero cuando sale a los medios obligado por la descomposición de su gobierno hace el monólogo para que sólo escuchen su voz.

La cortina de humo es la referencia superficial a guarismos electorales y la estruendosa publicidad que aplaza la controversia y oculta las debilidades políticas del tirano Uribe, develadas con el frío y profundo análisis de los comicios de marzo.

Por debajo de lo esperado

No funcionó el llamado gubernamental a derrotar la abstención con una votación que mostrara la popularidad mediática de Uribe y sus seguidores y rechazara el mal llamado terrorismo. No cabe asignar a la guerrilla un sabotaje que propiciara la abstención, si bien efectuó algunas acciones para conjurar trampas electorales de los uribistas.

Los votos obtenidos por la clientela de Uribe no llegan a 7 millones (incluyendo el fraude electoral), entre 27 millones de colombianos con ese derecho. Es decir, la ilegitimidad brilla al mirar el real apoyo electoral del gobierno: 26%. La cifra enlaza con el rechazo a sus medidas en barrios, fábricas, universidades, colegios, veredas y en las multitudinarias manifestaciones públicas que soportan la condena legal y la brutalidad paramilitar y policial, propias del terrorismo de Estado que deja éxodos masivos, desapariciones, muertes, y detenciones de quienes reclaman derechos de movilización, petición, huelga, y organización política y social, así como la solución política al conflicto y el acuerdo humanitario.

La maquinaria oficial con dineros del narcoparamilitarismo copó los espacios publicitarios de los grandes medios, compró y obligó el voto en muchos lugares, aseguró el fraude pero aún así no aumentó la viciada votación del fascista Uribe en 2002. La demagogia asistencialista y el nuevo estilo dulzarrón del Uribe-candidato no tramaron las mayorías oprimidas que con la abstención, el voto en blanco y el apoyo a las listas opositoras repitieron su protesta.

Creció la oposición

Los partidos tradicionales viejos y nuevos confirmaron su clientelismo, menor respaldo social y desprestigio al incluir en sus listas a los corruptos de siempre y sus sucesores. En contraste, la oposición creció.

El Polo Democrático Alternativo superó votaciones de la historia electoral de la franja democrática, de izquierda y revolucionaria, desafiando una cruda represión, el gran poder del dinero y la falta de garantías con la abierta intervención terrorista narcoparamilitar que estrenó su legalidad. 

No se avanzó más electoralmente por manifestaciones grupistas y la dispersión en micro campañas en busca del “voto preferente”. Así se perdió contundencia y se desperdiciaron valiosos apoyos a la corriente más avanzada. 

Al interior del Polo, la corriente socialdemócrata opuesta al trabajo unitario contra el proyecto fascista de Estado Comunitario sufrió un golpe político. La derrota de Navarro en la consulta polista lo demuestra, se combina con los castigos electorales a los Dussan y Piñacué y las pérdidas de curul de los Tunubalá, Birry, Mockus y otros líderes de partidos que posan de izquierda pero pregonan la conciliación de clases, condenan la resistencia popular armada y las acciones revolucionarias. También hay derrotas de burócratas sindicales venidos a candidatos para combatir el partidismo proletario, que ya van reflejándose en la correlación al interior de las centrales sindicales. 

El avance electoral de la oposición refleja la pérdida de apoyo a Uribe y sus partidos entre la capa media en grandes ciudades, el progreso de la tendencia al ascenso de la lucha social y la polarización frente al régimen que lanza a los obreros y al pueblo hacia la oposición que prospera y potencia el papel de los comunistas y demás revolucionarios.

Candidatura presidencial democrática

La jornada en las urnas definió la candidatura presidencial del PDA en Carlos Gaviria,  facilitando el trabajo político por una oposición más amplia que el Polo. La candidatura de Álvaro Leyva también da pujanza al choque con las políticas enarboladas por Uribe.

Los chalaneos de Serpa, la esencia oligárquica del liberalismo, su debilidad y oposición formal lo acercan al pacto con Uribe, muy a pesar de los esfuerzos de la corriente crítica y democrática al interior de ese partido que se enfrenta a su jefe único, el ex presidente neoliberal César Gaviria Trujillo.

Los anuncios de endurecimiento del régimen lanzados por el gobierno cuando promueve el impuesto de guerra  no son señal de fortaleza, muestran vulnerabilidades que lo pueden llevar a una fracaso más temprano de lo esperado, dadas las actuales circunstancias de quiebre del Plan Patriota y la ampliación de la oposición de masas que obligan al “furibismo” a vestirse de oveja. 

Las proclamas del sistema revelan que lo electoral no es el elemento único y definitivo para mantener el gobierno y el poder, que los oligarcas e imperialistas yanquis sienten pisadas que pueden desestabilizar el sistema y deben conjurarse día a día, no sólo en las elecciones.

-----------------   -------------------------     ------------------------   ------------------------   ------------------------    -----------------

La subasta en telecomunicaciones trae alzas

· Cambios arbitrarios en los cobros
· Se extienden protestas de los usuarios

Los compromisos de Uribe con el TLC están en marcha aunque aún no esté firmado el tratado. El sector estratégico de las telecomunicaciones es de los más apetecidos por el capital transnacional con vestido mejicano o ibérico para cubrir las espaldas a los yanquis.

Que la subasta de las propiedades de Colombia no es ni abierta, ni transparente, ni democrática y mucho menos justa lo demuestra la entrega de Telecom.

Pero el mercado, formado por los cautivos usuarios de telefonía y transmisión de datos, también debe hacer su ofrenda a los beneficiarios de la privatización: tarifas a gusto del monopolio. 

Para el cobro del servicio telefónico el gobierno de Uribe, por intermedio de la Comisión Reguladora, expidió la resolución 1250 que en lo sucesivo obliga a pagar por minutos toda llamada en Colombia, sustituyendo el cobro por  impulsos que se venía realizando.

La medida obliga al usuario a acogerse a un plan de 100, 200, 500 o 1000 minutos, partiendo de pagar 1.6 minutos al iniciar una llamada y el tiempo restante de cada comunicación será redondeado por la cota superior. 

De esta forma, la facturación es un robo que incrementará las tarifas telefónicas, el capital parasitario cobra en cada llamada segundos no hablados en clara infracción a la ley establecida.

En Manizales, Bucaramanga, Piedecuesta (Santander), Armenia y otras ciudades los usuarios de la telefonía enfrentan las nuevas medidas para cobrar y los abusos en la facturación con masivas movilizaciones, quemas de recibos, devolución y desconexión de aparatos telefónicos y otras formas de protesta que se extenderán a todo el país. 

La empresa telefónica de Bucaramanga se vio forzada a las reconexiones inmediatas sin ningún costo para los clientes. 

La Unión Nacional de Usuarios de los Servicios Públicos prepara protestas simultáneas como las efectuadas el pasado 21 de abril en Medellín, Manizales y Bucaramanga, ellas se extenderán a otras regiones para impedir que la estafa se imponga.

----------------    ---------------------      -----------------    ----------------     -------------------            

Antioquia

Tarifas de energía y la venta de EADE

· EPM compraría a EADE como ejercicio monopolístico

· Nivelación de tarifas lesionaría la mayoría de usuarios

· Se abalanzan contra derechos laborales y populares

Entre presiones políticas e intimidaciones se fragua un nuevo aumento de tarifas de energía al pueblo antioqueño usuario de este vital servicio público. Aumento derivado de medidas neoliberales aplicadas a las empresas estatales del sector y, en especial, de las repercusiones en los servicios públicos por lo dispuesto en el TLC. 

Es muy fuerte la presión a los alcaldes y concejales de 31 municipios del oriente de Antioquia para que vendan a las Empresas Públicas de Medellín, EPM, su participación accionaría en la Empresa Antioqueña de Energía, EADE. La presión la ejercen caciques políticos y concejales uribistas del Partido de “la U”, Cambio Radical, Alas-Equipo Colombia y hasta paracos de las AUC que tienen inversiones en esa región. 

El gobierno central liderado por Álvaro Uribe avaló la venta a EPM de su 13% en EADE y la Asamblea de Antioquia hizo lo mismo con el 17% del departamento. 

Así las cuentas, EPM sería dueña del 100% de EADE, condición necesaria para extender la tarifa de energía autorizada a EPM por la Comisión Reguladora de Energía, CREG, a los municipios de Antioquia y dos del Chocó que atiende EADE.

Los senadores y representantes antioqueños de filiación uribista y el Alcalde de Medellín, Sergio Fajardo, utilizan una falsa bandera política, muestran como dádiva a estos municipios una rebaja en la tarifa de energía, cuando en realidad la diferencia ofrecida es una medida decretada por la CREG desde tiempo atrás, según el  mercado asignado a cada entidad del negocio eléctrico. Más engañosa cuando se oculta que la rebaja es temporal. 

Al desaparecer EADE y pasar sus clientes a EPM se aplicaría la tarifa autorizada a las generadoras-distribuidoras, menor que la de EADE que esencialmente es una intermediaria. Pero por los costos derivados de la transmisión del fluido eléctrico al oriente no serán asumidos por el Estado, como es de esperar cuando hay una política democrática que apoye al campesinado pobre y medio. 

Desde la Alcaldía de Medellín y sus administradores en EPM se fragua un incremento cercano al 20% para las tarifas de  todos los usuarios de Medellín, un nuevo impuesto llamado “nivelación  tarifaria”.

En el fondo, se está pensando mejorar los ingresos de EPM y dar ventajas a las grandes inversiones capitalistas del oriente que están tras el tinglado de la Alcaldía de Medellín y EPM.  Con la unificación de tarifas no habrá una baja estable para el pueblo de esa región, la disminución durará poco, mientras llega el aumento llamado “nivelación”.  
Así sucedió en Cundinamarca cuando la multinacional Codensa aplicó la visión empresarial neoliberal de lucro monopolista luego de la privatización de la Empresa de Energía Eléctrica de Bogotá.

Es una trampa de la élite amparada por el capitalismo de Estado de EPM que utiliza su poder económico, político y, si se quiere, extralegal para sus pretensiones de acaparamiento de mercados en Antioquia, Colombia y Sur y centroamérica, contrariando la idea democrática de empresa estatal al servicio del público y no para la oligarquía financiera nativa.

Agresión al pueblo  

La administración de EPM nombrada por el Alcalde Fajardo e integrada por conservadores uribistas que posan de “independientes”, exige a los 799 trabajadores de EADE la autorización para despedir al menos 500 de ellos y que los restantes acepten, sin contraprestación, el cargo que unilateralmente les asignen en EPM. 

Pretender que los trabajadores renuncien a sus derechos para materializar la absorción de EADE por EPM es una vileza. Es infamia engañar con bajas pasajeras a los suscritores de EPM y EADE y enfrentar los trabajadores de EADE con el resto del pueblo para beneficiar a los capitalista con ingresos superiores por la vía de mayores tarifas y menores costos laborales y en insumos.

Los trabajadores de EADE no se oponen a que los campesinos del oriente tengan menores tarifas pero les advierten el peligro. Pueden pasar a la nómina de EPM en tanto respeten sus derechos y no engañen al pueblo de Medellín y el oriente.

En estas circunstancias vender EADE a EPM no beneficia al pueblo del oriente, menguaría los ingresos de los usuarios más pobres y de los trabajadores de EADE que también son usuarios. Tampoco favorecería a los 31 municipios la pérdida patrimonial frente a la prepotencia de la burguesía monopolista de Medellín que se alzaría con el oro y el moro.

NOTAS DE LA ESCUELA

¿Existen nuevas vías para la revolución?

Desde su surgimiento, el marxismo concluyó científicamente que la violencia es la partera de la historia, debido a los diferentes métodos violentos que ejercen las clases explotadoras para perpetuarse en el poder, especialmente los imperialistas que tienen hoy en los yanquis los campeones del salvajismo del capitalismo moribundo.

Otra gran definición marxista ubica al Estado como aparato de dominación de una clase contra otra, que le sirve a un interés de clase determinado y no a la “sociedad”. 

No podemos pasar desapercibido que en Colombia, polarizada por el proceso de fascistización para frenar la inconformidad popular, se afirme desde la izquierda que: “…se ha abierto entonces una opción de construir un camino de transformaciones económicas, sociales y políticas, a través de dos vías: una por el camino de la paz, de la solución política, con la participación de la sociedad, y la otra, es el ascenso de la gobernabilidad local, regional, parlamentaria, hacia una gobernabilidad nacional. Sobre esos dos carriles está construyendo hoy, Colombia, su futuro” 

Si el defensor de la tesis olvidó diferenciar “transformaciones” de fondo tácticas y estratégicas, es un error, si no lo diferencia está pisando fuera del principio de necesidad del Poder  Popular y de la vía revolucionaria al Poder que si por manejo político no se pregona, tampoco debe afirmarse lo que de pié a su negación o la duda.

La tesis tiene otros desaciertos teóricos. Uno, ubicar lo parlamentario como gobierno. Dos, ver la acumulación como algo cuantitativo, mecánico, que no da los saltos de calidad que hacen posible lo ocurrido en Venezuela y Bolivia. Tres, es gran error no relacionar gobierno alternativo y Estado, los cambios a favor del pueblo deben resquebrajar y no preservar la institucionalidad que lo oprime, el nuevo Estado y Poder existirán si tiene una orientación de clase popular y no va hacia toda la “sociedad civil” que incluye a la oligarquía. 

Un gobierno alternativo, no busca “la gobernabilidad” del sistema y para “la sociedad”, como hace Lula. Es alternativo por ir en contravía de la “gobernabilidad” oligárquica para mantener el poder, en contravía del “empoderamiento” socialdemócrata de ubicarse en puestos del Estado opresor y hacer prestidigitación reformista que aleje la muerte del sistema prolongando los sufrimientos del pueblo.

Otro ángulo teórico es comprender que la lucha por la paz democrática es, en el fondo, una lucha por el poder popular, que los diálogos gobierno-guerrilla deben involucrar al pueblo, abrir espacios y libertades para sus luchas, así legitiman la insurgencia y potencian la conquista de reivindicaciones y gobiernos tácticos a todo nivel. Hoy, el movimiento de oposición combina todas las formas de lucha, pero no exige un diálogo insurgencia-gobierno del cual sacaría la mayor ventaja Uribe-candidato. 

Resumiendo, no hay dos vías para lograr transformaciones, existen combinaciones tácticas de todas las formas de organización y lucha que requieren coordinación, según el momento político. Pero la vía revolucionaria al poder sigue siendo una, y este si es un asunto de principios y estratégico.
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Unidad para  avanzar

La estrategia de nuestra revolución entraña una integración de tareas antiimperialisas, democráticas y socialistas, con énfasis en las primeras, que conlleva a la concreción de un amplio margen de aliados; la definición del imperialismo norteamericano y la burguesía monopolista como el blanco principal a golpear; el compromiso con un programa coherente; la claridad del rumbo socialista del proceso y el papel dirigente que corresponde al proletariado y su Partido
. 

Para que la revolución avance y sea victoriosa, es indispensable organizarla. Es todo un proceso de unidad, organización, educación política y lucha resuelta, donde participan de manera activa la clase obrera y los demás sectores populares. Se hace necesaria la acción directa de masas en espacios extra institucionales e institucionales al servicio de la estrategia y la táctica revolucionarias, favoreciendo siempre la lucha popular.

“La alianza obrero-campesina-popular es la fundamental en la presente etapa... Nuestra  visión sobre la unidad del pueblo va mas allá de los sectores inscritos en una u otra organización, esto le da amplitud a nuestra práctica unitaria... El nivel de alianza con los sectores de la burguesía no monopolista es de carácter secundario y busca ganar estas capas o parte de ellas para trechos de la lucha democrática y antiimperialista o neutralizar acciones de ella”

“Estamos por forjar un amplio movimiento obrero, popular, gremial, social y regional que surja desde las bases y que pueda llegar a constituir un frente con alcances tácticos y estratégicos, como confluencia de clases, organizaciones de diversa índole, sectores sociales y masas sin partido, que luche por objetivos democráticos y antiimperialistas consignados en un programa común y que integre diversas formas de lucha y de organización...

Con la comprensión de nuestra línea y su aplicación en el movimiento, nuestro Partido incide  y desarrolla la unidad para avanzar como una condición necesaria para la acumulación de fuerzas. Así el posicionamiento político del Partido y sus instrumentos, día a día se afianza más.

El trabajo frentista es clave para articular las diversas formas de lucha. Con ese norte vemos la construcción del Movimiento de Oposición al Régimen (MOR), lo cual nos exige derrotar el grupismo y el sectarismo y consolidar la  construcción de la tendencia revolucionaria, de izquierda, democrática y progresista; entendiendo que la mayoría de las masas está en función de verdaderas posiciones de izquierda, pero no significa esto que en todo momento ubiquen a los revolucionarios como sus guías.

De ahí que la unidad sea dialéctica, tiene significados estratégicos y tácticos, ritmos desiguales, espacios diferentes y objetivos tácticos cambiantes, es una herramienta para avanzar conquistando éxitos, por lo cual el FSP, la AD y el PDA son instrumentos para la acción política, en medio de constante lucha ideológica en el marco del trabajo de construcción del MOR y de buscar a los sectores más combativos e inconformes para participar en la lucha.

Estamos por la consolidación del PDA, no sólo desde lo electoral, ante todo debemos mirarlo como un frente de la lucha contra el proyecto neoliberal, imperialista y fascista, que se propone el “Estado comunitario” y la derrota del Presidente-candidato. El FSP, AD y el sector unitario y democrático del viejo PDI deben seguir pensando cómo contribuir a este anchuroso proyecto político del nuevo PDA y su relación con la Gran Coalición Democrática.
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Ecuador

Cada día se hunde más(*)
El pasado 20 de abril, Alfredo Palacio cumplió un año en la Presidencia de la República y, con seguridad, debió haberle parecido un tiempo muy largo debido a la multiplicidad de problemas que ha tenido que enfrentaren estos doce meses de gestión.

Ungido como presidente con el aval de los partidos de derecha (Social Cristiano, Izquierda Democrática, Democracia Popular, entre otros) y con el visto bueno de la embajada yanqui, Palacio ha hecho de su administración una prolongación de los gobiernos antipopulares y antinacionales que se han sucedido en todos estos años.

Para sortear el movimiento de masas que se expresaba en esos días, ofreció adoptar una serie de medidas que resultaban parte de la exigencia popular para poner freno al entreguismo que significó el gobierno del traidor Lucio Gutiérrez; sin embargo el tiempo  –y de manera muy rápida- se encargó de desenmascararlo: la consulta popular respecto de firmar o no el TLC, de participar en el Plan Colombia, de mantener la presencia de los soldados yanquis en la base de Manta, de convocar a la Asamblea Constituyente no se cumplió.

La expectativa que algunos sectores sociales tuvieron cuando Palacio asumió la presidencia pronto se convirtió en desengaño; las cabezas visibles del denominado movimiento de los forajidos poco a poco bajaron su perfil para, finalmente, prácticamente desaparecer del escenario político, posiblemente en actitud vergonzante para no asumir su co-responsabilidad con un gobierno al que lo impulsaron, lo apoyaron y defendieron en sus inicios, y en el que participaron con miembros en su gabinete y con cargos de alta responsabilidad.

Palacio ha contado en esto meses con el apoyo de los principales partidos de la derecha: el Social Cristiano y la ID y con Pachakutik que desde el Congreso, con un bloque de mayoría, han apuntalado la política gubernamental, aunque en momentos, por intereses particulares de uno u otro partido y grupo, se han distanciado de aquel, agudizando los problemas políticos del país y debilitando aún más al gobierno.

Pero lo que más ha afectado a este gobierno ha sido la movilización popular; se han contabilizado más de treinta paros en todo el país en exigencia de sus reivindicaciones y por banderas políticas como la condena a las negociaciones del TLC y la exigencia de la salida de la petrolera Oxy. Palacio ha buscado desactivar la lucha de las masas con el ofrecimiento inmediato de atención a las necesidades populares, que al poco tiempo no se cumple, y, con la violenta represión que ha significado decenas de heridos, centenares de detenidos y el asesinato del estudiante Jhony Montesdeoca.

Hace un año se manifestaba que nada podía ser peor que el gobierno de Lucio Gutiérrez; pero ahora el ochenta y dos por ciento de los ecuatorianos piensa que el cambio de gobierno no valió la pena y, del cincuenta y tres por ciento de popularidad con que inició su gobierno, ahora Palacio apenas cubre el doce por ciento. 

Palacio cumple un año en Carondelet en medio de un gran repudio y una enorme debilidad; arrinconado a momentos por la lucha popular y presionado por los grupos económicos que buscan mayores beneficios de los que ya reciben. 

Valió la pena tumbar a Gutiérrez, pero el recambio producido con Palacio dejó en claro para el movimiento popular que éste aún no es lo suficientemente fuerte como para definir el desenlace final de los acontecimientos políticos y que la burguesía y el imperialismo tienen capacidad de maniobra para utilizar y aprovecharse de la movilización de las masas. Si hay que botar uno o más gobiernos de la oligarquía, habrá que hacerlo, siempre teniendo presente que el propósito final de los trabajadores y el pueblo es poner fin al sistema y ser poder, y construir la sociedad de futuro, del bienestar social y el progreso: el socialismo. 

----------

(*) Editorial del Semanario En Marcha, abril 26, Edición 1313, órgano del Partido Comunista Marxista Leninista del Ecuador.

X SEMINARIO INTERNACIONAL 

QUITO-2006

“PROBLEMAS DE LA REVOLUCIÓN EN AMÉRICA LATINA”

El Partido Comunista Marxista Leninista del Ecuador, PCMLE, y el Movimiento Popular Democrático, MPD, organizaciones políticas de izquierda revolucionaria, tienen a bien informar a las organizaciones revolucionarias, de izquierda y progresistas la realización del DECIMO SEMINARIO INTERNACIONAL “Problemas de la Revolución en América Latina”, que este año abordará el tema: “EL SOCIALISMO”
El evento tendrá lugar en la Universidad Central del Ecuador, del 10 al 14 de Julio de 2006, en Quito.

Información: pcmle@bigfoot.com, mpd15dn@interactive.net.ec, oswpal@yahoo.com
Medellín 

La escisión de EPM 

El teelecista Acuerdo Municipal número 45 de 2005 aprobado a iniciativa de Sergio Fajardo, Alcalde de Medellín, ordenó la escisión de las Empresas Públicas de Medellín, EPM, hoy es objeto de una demanda ante el juzgado de lo contencioso administrativo, en tanto viola artículos de la Constitución Nacional y de las leyes 136 y 142 de 1994. 

Está claro que cuando se trata de sus intereses económicos la misma burguesía pisotea la propia legalidad, acomoda su interpretación en pro de esos intereses. En ese entendido, hoy miles de firmas coadyuvan la demanda por nulidad que ya fue aceptada por el juzgado y en las calles refrendan esa decisión de combate a la arbitrariedad  neoliberal vestida con falaces tecnicismos administrativos.

La pretensión desde la óptica democrática es devolverle a Medellín la propiedad de EPM, incluyendo telecomunicaciones, como parte de la unidad de empresa que le da fortaleza y la ha tenido en la historia del país a la vanguardia en la prestación de servicios públicos, como patrimonio público y soberano de la región y de los colombianos. 

Uno de los argumentos más fuertes que utilizaron las directivas fajardistas de EPM y sus concejales para escindir las telecomunicaciones, fue el de la necesidad de “la movilidad”, para lo cual debería jugar un papel determinante la empresa de telefonía celular OLA, de la cual posee EPM el 50% de la propiedad, el otro 50% está en manos de ETB y algunos particulares. 
Pero no menos grave es que esta táctica uribista de escisión incluyó el retiro de las posibilidades de compra de Telecom, dejando el campo para que los particulares extranjeros cogieran el mercado fundamental del país en materia de telecomunicaciones, apareciendo así los beneficiarios de esa “movilidad”. 

Un turbio negocio se realizó con la compra de Telecom por parte de Telefónica de España, por una cifra que a pesar de las declaraciones del Contralor General, Antonio Hernández, no consulta lo invertido por el país en esta entidad durante décadas ni la defensa de la soberanía de nuestra nación que una vez más es entregada al capital privado. Es falsa la publicidad de los grandes medios de comunicación que presentan un regalo como gran negocio.

Todo está relacionado, los empresarios de Colombia que gerencian empresas nacionales salen de ellas a servirle al capital internacional. Apátridas como el ex gerente de la Empresa de Teléfonos de Bogotá, ETB, Regueros, hoy gerente de Telefónica de España, han servido a esa treta. 

El camino está claro para el capital internacional norteamericano, al finiquitarse la venta de Telecom  OLA, de propiedad de ETB y de EPM, es su objetivo. Ahora el negocio de las telecomunicaciones en Colombia es propiedad de extranjeros imperialistas, la orden a Uribe está dada desde la Casa Blanca que hoy tiene su mirada e intereses en la multinacional española que ya opera en Norteamérica, la táctica cambió y los intereses del norte se fortalecen. 

Conjuntamente, diversos sectores de la comunidad seguirán la lucha soberana por conservar el patrimonio de EPM, diversificando acciones de movilización y la protesta popular para sacar adelante esta tarea fundamental para los usuarios de servicios públicos domiciliarios y los trabajadores EPM. 
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Bolivia 

Un proceso en marcha

Han pasado los festejos del ascenso al gobierno de Bolivia del indígena EVO MORALES AIMA, la expectativa desde todos los sectores sociales, económicos, políticos, militares en el mundo y en especial en América Latina se acrecienta, ahora lo que sigue es dirigir los destinos de uno de los países mas pobres de América Latina. 

EVO inicia su mandato en medio de atentados terroristas contra dos hoteles en La Paz, que involucran al gobierno norteamericano en un acto para sembrar terror e inestabilidad política y económica, en un vano y criminal intento para impedir que su otrora patio trasero se le siga saliendo de las manos. 

Una crisis política provocaría la reaccionaria burguesía de Santa Cruz, rico departamento del oriente Boliviano donde se encuentran las principales reservas de gas y petróleo del país, promoviendo la autonomía (¿escisión?) de 5 departamentos y cuestionando la convocatoria de la Asamblea Constituyente convocada por el gobierno para el 6 de agosto.

NO al TLC

“Jamás vamos a negociar el TLC con Estados Unidos”.  Esta frase de Evo morales, recientemente pronunciada, despejó las dudas que se tenían con relación a la posición ambigua de su partido, el MAS,  y algunos ministros y ubica al mandatario más claramente en una posición anti imperialista. Igualmente Morales propuso el TPC (Tratado de Comercio de los Pueblos) como una alternativa al ALCA-TLC; en sus palabras “TCP significa que ese pequeño productor, ese microempresario, esas cooperativas, esas asociaciones, esas empresas comunitarias, los pobres que producen sus productos, tengan mercado”, y remató diciendo “esta totalmente descartado”. 

Las reivindicaciones sociales

El propósito del nuevo gobierno es elevar el salario mínimo nacional de 440 a 880 bolivianos, un incremento del 100%, pero esta sujeto a que la Corte Suprema de Justicia emita un fallo pendiente a favor de la nación por 40 millones de dólares por deudas tributarias de empresas petroleras, de lo contrario no habrían recursos para acceder a las peticiones de los trabajadores por la difícil situación económica y la austeridad planteada por el gobierno; por su parte la Central Obrera Boliviana - bastión principal en la lucha contra el Estado y el triunfo de Morales- pide un aumento salarial de 1.500 bolivianos y una canasta básica de 7.000 bolivianos, lo que a pesar del esfuerzo que pide el presidente a su equipo económico estaría muy distante de cumplirse, pero por lo menos más cerca que con gobiernos anteriores.

Por otra parte, arrancó la campaña de alfabetización, que cuenta con el apoyo del gobierno y el pueblo cubano y venezolano. Los mandatarios Chávez y Castro se comprometieron a apoyar la gestión de Evo y han suscrito acuerdos de cooperación, que tienen trasnochado al gobierno imperialista yanqui y ha despertado simpatías entre los pueblos del mundo por este gobierno, que apenas inicia.
¿Y la nacionalización de los Recursos naturales?

El decreto de nacionalización de los hidrocarburos será promulgado hasta el 12 de julio, según anuncio del presidente. Se iniciará con la refundación de YPFB (Yacimientos petrolíferos de Bolivia) y según Evo dará la vida por la nacionalización, pero según expertos petroleros la medida no afectará la propiedad de las compañías petroleras. Una nacionalización muy singular. Según las autoridades, nacionalizar a Repsol no significa confiscarle las inversiones, sino estatizar los títulos del Fondo de Capitalización Colectiva, comprar uno o dos por ciento de acciones a la petrolera capitalizadora y luego asociarse con ella. La nacionalización tiene siete características, explica el vicepresidente Álvaro García Linera; una de ellas es “garantizar la seguridad jurídica de las inversiones”. Las otras fases de la nacionalización son recuperar el control efectivo y real de los hidrocarburos en boca de pozo; asumir el control de los procesos de distribución y comercialización; controlar el mayor porcentaje de las acciones en las petroleras; arrancar el proceso de industrialización del gas natural; iniciar una campaña agresiva de distribución masiva de gas natural a la población y castigar a las empresas que no cumplieron con el Estado.  Habrá que esperar el texto de los decretos para analizarlos a la luz de la situación internacional y boliviana, pues esta es una de las banderas de fondo enarboladas en la campaña presidencial.

¡Fuera yanquis de América Latina y el Caribe!

· Fuera las tropas invasoras de República Dominicana 

· Fuera la CIA y el FBI de Puerto Rico

· No más intervención imperialista en Haití

· Abajo el Plan Colombia

¡Viva la lucha antiimperialista de los pueblos!

Otro revés del Plan Colombia

· Seis soldados profesionales y 10 detectives caen en acción del EPL (*)

Vanguardia.com (B/manga) Abril 22 de 2006
Diez detectives del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, y seis militares, era el saldo parcial que dejaba el ataque contra una comisión que trataba de llegar hasta el sitio donde permanecía un cabecilla rebelde del Ejército Popular de Liberación, Epl, conocido con el alias de “Megateo”, en área rural de Hacarí, Norte de Santander. 

Tal como lo informó en exclusiva Vanguardia Liberal en la edición de ayer, los detectives habían llegado a la región de Norte de Santander y en el Batallón de Ocaña se dio la orden de que una batería de la Segunda División del Ejército los acompañara, precisamente por la peligrosidad de los frentes que delinquen en esa región. 

Habló el comandante del Ejército 

El comandante del Ejército, general Mario Montoya, le dijo a la agencia de noticias AFP, que la emboscada se produjo cuando la comitiva judicial y los soldados realizaban una operación contra un jefe del Ejército Popular de Liberación, Epl. 

Los hechos habrían ocurrido pasado el medio día del jueves, en un sector conocido como Mesitas, kilómetros más adelante de La Vega de San Antonio, en área rural de Hacarí. 

A pesar de todo, las autoridades han mantenido restringida la información. 

-------

(RCN) Bogotá, Colombia, 22 Abril 

“Un grupo de la fuerza pública ha sido emboscado por el frente Libardo Mora Toro del EPL y como producto de ello fue unas cargas explosivas colocadas por estos bandidos, murieron en ese combate” aseguró el Gobernador de Norte de Santander.

-------

Diario LA OPINION  (Cúcuta) 23 de Abril de 2006
Presencia del Epl

Para el Defensor del Pueblo, el hecho de sangre presentado es un campanazo de alerta para las  autoridades, pues el Epl se creía extinguido. 

“Al parecer no se ha extinguido porque ha hecho manifestaciones persistentes de actos de violencia”, precisó.

-------

(*) Extractos de informaciones de prensa. La noticia fue registrada por los principales diarios y noticieros de radio y televisión de Colombia del 21 al 23 de abril de 2006.
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